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diversos 10 y 63 de su Reglamento Interno, se resuelve de 

conformidad con los siguientes: 

 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

1. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas, recibió la queja presentada por la C.  

, en la cual manifestara los siguientes hechos: 

“…Como antecedente deseo manifestar que, en fecha 23 de agosto de 

2018 interpuse denuncia penal en contra del C.  

, quien es abuelo paterno de mis menores hijos, ello ante el 

Centro de Justicia para la Mujer, donde se dio inicio a la carpeta de 

investigación  por el delito de abuso sexual en agravio de mi 

menor hija de iniciales MYCR. 

Siendo el caso que, en fecha 02 de diciembre de 2022 realicé escrito a 

fin de solicitar copias de la carpeta de investigación de número 

, a lo que me atiende una mujer quien desconozco su nombre 

y cargo, diciéndome que no encontraron la carpeta de investigación, 

que regresara el próximo jueves, por lo que me presenté el día 08 de 

diciembre del 2022, tal y como se me había mencionado, atendiéndome 

una persona distinta del sexo  quien con un comportamiento 

prepotente me indicó que a ella se le había remitido mi escrito mediante 

el cual solicitaba las copias certificadas pero que ya se habían dado a la 

tarea de buscar mi expediente el cual no fue localizado por parte de 

ellos y que en caso de que lo encontraran no se le iba a permitir las 

copias de manera inmediata y me solicitó dicha servidora pública que 

regresara por tercera ocasión con ello para que se me informara si se 

había encontrado mi carpeta. Finalmente deseo manifestar que una de 

las últimas conversaciones que tuve con la abuela paterna de mis hijos 

me hizo saber que ellos habían intervenido ante el Centro de Justicia 

para las Mujeres en apoyo del abuelo de mis niños, que se había pagado 

una fuerte cantidad de dinero para que mi carpeta de investigación 

fuera desaparecida y dada de baja en el sistema ya que era un requisito 

para que el responsable y/o culpable pudiera salir del país y no 

afrontara las consecuencias con la autoridad. Ahora en día me doy 

cuenta que el comentario que me dijo la abuela de mis niñas fue 

verdadero ya que hasta la fecha dicha carpeta de investigación continúa 
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desaparecido, trayendo como consecuencia que mi hija no tenga acceso 

a una justicia pronta y expedita. Es por lo que solicito el apoyo de este 

Organismo a fin de que se intervenga en la investigación de tales 

hechos ya que no es justo que se me trate de esa manera y que se 

haga justicia a favor de mi menor hija, quiero saber el estado actual y el 

paradero de mi carpeta de investigación…” 

   

2. Una vez analizado el contenido de la queja, ésta se calificó 

como presuntamente violatoria de derechos humanos; se admitió 

a trámite, radicándose con el número 036/2023/IV-R, se solicitó 

informe justificado relacionado con los hechos denunciados, lo 

anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 35 y 36 de 

la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas. 

 

3. Mediante oficio número 6061/2023 de fecha 27 de marzo 

del 2023, el C. Lic. , Agente del Ministerio 

Público de Procedimiento Penal Acusatorio y Oral Adscrito al centro 

de Justicia para las Mujeres, en Reynosa, Tamaulipas, rindió su 

informe señalando lo siguiente: 

“…Ahora bien, por cuanto hace a la queja interpuesta por la C. 

    ante la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Tamaulipas, al respecto le informo que no 

son ciertos los hechos que imputa a personal de este Centro de 

Justicia para las Mujeres, ya que si bien es cierto en fecha 2 de 

diciembre del año 2022 presentó ante esta autoridad escrito 

mediante el cual solicitaba copia de la presente carpeta de 

investigación, mismas que solicitaba se le entregaran en ese 

momento, en ningún momento se le dijo que la carpeta de 

investigación no se localizaba o que estuviera perdida, lo cierto es 

que se le dijo que la carpeta de investigación no se localizaba o que 

estuviera perdida, lo cierto es que se le dijo que en ese momento no 

se le podían entregar, ya que dado el año en que fue iniciada la 

carpeta, se tenía que buscar en el archivero correspondiente, lo que 

molestó a la solicitante y como el día dos de diciembre del año 2022 
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fue un día viernes se le citó para la semana entrante, tan es así que 

dentro de dicha carpeta de investigación existe acuerdo fecha 6 de 

diciembre del año 2022, en el cual se acordó de procedente la 

solicitud, acordándose día y hora hábil para que la solicitante 

recibiera las copias en comento, más sin embargo no compareció. Y 

a fin de acreditar lo anterior le remito copia autenticada de la 

carpeta de investigación . 

 

4. Del informe rendido por la autoridad señalada como 

responsables, se le dio vista a la parte quejosa para que expresara 

lo que a su interés conviniera y en el mismo acto se ordenó la 

apertura de un periodo probatorio consistentes en diez días 

hábiles, circunstancias que se hizo del conocimiento a las partes 

por si fuera el caso que desearan aportar alguna prueba de su 

intención, de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 37 de la Ley 

que rige a esta Comisión.  

 

5. Dentro del procedimiento de investigación se 

desahogaron los siguientes medios de prueba:   

  

5.1. Probanzas aportadas por la autoridad responsable. 

 

5.1.1. Copia autenticada de los autos de la Carpeta de 

Investigación , iniciada con motivo de la denuncia 

presentada por la C.    , en 

representación de hija de iniciales MYCR. 

 

5.2. Probanzas obtenidas por este Organismo. 
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5.2.1. Copia certificada del expediente de queja número 

, iniciado ante la Agencia del Ministerio Público adscrita a 

la Dirección de Quejas, Procedimientos Administrativos y 

Dictaminación de la Fiscalía Especializada en Asuntos Internos. 

 

6. Una vez agotado el periodo probatorio, el presente 

expediente quedó en estado de resolución y de cuyo análisis se 

obtuvieron las siguientes: 

 

 C O N C L U S I O N E S: 

 

PRIMERA. Esta Comisión es competente para conocer la 

presente queja presentada por la C.    

, por tratarse de actos u omisiones presuntamente 

violatorias de derechos humanos, imputados a servidores públicos 

que actúan en la entidad, al tenor de lo dispuesto en los artículos 

102 apartado “B” de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 3, 8 fracciones I, II, III y IV de la Ley de la Comisión 

de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas.  

 

SEGUNDA. No se advierte en el presente expediente que se 

actualice alguna causal de improcedencia a que se refiere el 

artículo 9 de la Ley que rige a este Organismo, por lo que se 

procede a realizar el estudio de los motivos de inconformidad 

planteados.  

 

TERCERA. La parte promovente reclama en concepto de 

agravio, violaciones al Derecho a la Seguridad Jurídica, de acuerdo 
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a lo dispuesto por los Artículos 1º, 17, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, así como en lo establecido 

dentro de los artículos 7º, 8º, 23, y 25 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, de conformidad con el numeral 8.1 de 

la Convención Americana de Derechos Humanos, los que 

reconocen y tutelan que toda persona sea oída por un juez o 

tribunal en la sustanciación de cualquier juicio, quienes deberán 

emitir sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial; 

en esencia reconocen el derecho que tiene todo gobernado de que 

las autoridades del Estado procuren una justicia en forma pronta, 

completa y expedita, garantizando a las víctimas del delito una 

investigación pronta y eficaz que conlleve a la verdad de lo 

ocurrido acerca de los hechos puestos en conocimiento de la 

autoridad ministerial. 

 

La quejosa señala haber interpuesto una denuncia ante 

personal del Centro de Justicia para las Mujeres de la Fiscalía 

General de Justicia del Estado de Tamaulipas, en donde se dio 

inicio a la Carpeta de Investigación número  por hechos 

constitutivos del delito de abuso sexual en perjuicio de su hija de 

iniciales MYCR, que al acudir ante la autoridad a solicitar copias del 

expediente éste se encontraba extraviado y no había logrado ser 

encontrado, lo cual lesiona sus derechos al considerar que no se 

hará efectiva la justicia en contra de la persona responsable de los 

hechos. 
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Ahora bien, la autoridad responsable, es decir el Agente del 

Ministerio Público adscrito al Centro de Justicia para las Mujeres de 

la Fiscalía General de Justicia del Estado de Tamaulipas en 

Reynosa, Tamaulipas, manifestó ante este Organismo que no era 

cierto el acto reclamado, es decir acerca del extravío del 

expediente, lo cual justificó debidamente al remitir la copia 

autenticada del mismo y del cual se desprende que se encuentra 

agregada la solicitud planteada por la quejosa, motivo por el cual 

se considera que con ello desaparece el objeto de la queja iniciada 

por lo que respecta al extravío del expediente. 

 

No obstante lo anterior, no pasa desapercibido para este 

Organismo las particularidades con las que cuenta el presente 

asunto, que lo son el hecho de que la presentación de la denuncia 

data del día 28 de agosto del año 2018, se trata de un delito de 

carácter sexual en contra de una niña y que el presunto 

responsable tiene una filiación familiar al ser el abuelo de la 

afectada, que dicha carpeta de investigación hasta el momento de 

la interposición de la queja no ha sido resuelta, esto es que lleva 

aproximadamente 5 años de que la misma fue iniciada y la 

denunciante no ha obtenido una resolución dentro de la misma, lo 

cual es procedente analizar tomando en cuenta el estatus de la 

persona afectada al ser una niña que al momento de los hechos 

contaba con una edad de 6 años. 

 

Conforme al orden expresado deberá de considerarse para el 

análisis el interés superior de la niñez el cual constituye un 

imperativo constitucional que va más allá de la simple obligación 



  Queja número 036/2023/IV-R 

8 

 

de propiciar, ya que se le exige al Estado cumplir con el interés 

superior del menor y garantizar plenamente sus derechos, de ahí 

que todos los órganos jurisdiccionales, autoridades administrativas 

y órganos legislativos (federal y locales) tienen la obligación de 

tomar en cuenta el interés superior como una consideración 

primordial y promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos de las personas menores de edad de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, es por lo anterior que cumpliendo con esta 

obligación de protección este Organismo analiza el contenido de la 

carpeta de investigación en su aspecto más amplio en pro de los 

derechos de la niña afectada por el delito. 

 

De acuerdo con el estudio lógico-jurídico de los hechos y 

evidencias que integran el procedimiento formal de queja número 

036/2023/IV-R, con un enfoque de máxima protección de las 

víctimas, a la luz de los estándares nacionales e internacionales en 

materia de derechos humanos, de precedentes emitidos por la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como de criterios 

jurisprudenciales aplicables, tanto de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, como de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, así como de conformidad con lo establecido en el 

artículo 39 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Tamaulipas, nos permiten determinar la existencia de 

violaciones a los derechos humanos a la legalidad y a la seguridad 

jurídica, por la dilación en la procuración de justicia advertida en 

agravio de la quejosa y de su hija MYCR, atribuible a personal 



  Queja número 036/2023/IV-R 

9 

 

adscrito al Centro de Justicia para las Mujeres de la Fiscalía 

General de Justicia del Estado de Tamaulipas en Reynosa, 

Tamaulipas. 

 

Del análisis de las copias certificadas de la carpeta de 

investigación número , se permitió constatar el desahogo 

de diversas actuaciones ministeriales las cuales resulta relevante 

exponer en el siguiente orden cronológico: 

 

Fecha de diligencia o 

actuación 

Diligencia o actuación Persona titular de la 

investigación 

24 de agosto del 2018 Se recepcionó la denuncia de 

la C.    

. 

Lic.   

 

 

24 de agosto del 2018 Se acuerda el inicio de 

Carpeta de Investigación 

Lic.   

 

24 de agosto del 2018 Se envía oficio a la 

Coordinación de Servicios 

Periciales para realizar 

dictamen psicológico a MYCR 

Lic.   

 

24 de agosto del 2018 Se solicita dictamen médico 

previo de lesiones a practicar 

en MYCR 

Lic.   

 

24 de agosto del 2018 Se solicita dictamen 

ginecológico y proctológico a 

practicar en MYCR 

Lic.   

 

24 de agosto del 2018 Se realiza oficio al Instituto de 

Atención a Víctimas del Delito 

para la asignación de Asesor 

Jurídico. 

Lic.   

 

30 de agosto del 2018 Se recibe dictamen 

ginecológico y proctológico 

practicado a MYCR 

Lic.   
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30 de agosto del 2018 Se recibe dictamen previo de 

lesiones practicado a MYCR 

Lic.   

 

24 de agosto del 2018 Se recaba entrevista a MYCR Lic.   

 

29 de octubre del 2018 Constancia de entrega de 

copias a Denunciante. 

Lic.   

 

26 de octubre del 2018 Acuerdo de cita para imputado Lic.   

 

12 de noviembre del 2018 Se deja cita al imputado Lic.   

 

15 de noviembre del 2018 Entrevista a imputado Lic.   

 

15 de noviembre del 2018 Acta de lectura de derechos a 

imputado 

Lic.   

 

02 de diciembre del 2022 Se recibe escrito signado por 

la denunciante   

. 

Lic.   

 

 

Analizados materialmente los actos de investigación dentro de 

la NUC  se desprende que la autoridad ministerial no 

respetó el principio de que toda investigación deberá de realizarse 

de manera inmediata, eficiente, exhaustiva profesional, orientada 

a explorar todas las líneas de investigación posible que permitan 

allegarse datos para el esclarecimiento de los hechos que la ley 

señala como delito tal y como se desprende del contenido del 

artículo 212 del Código Nacional de Procedimientos Penales, ello es 

evidente por el hecho de que la quejosa interpuso su denuncia el 

día 24 de agosto del año 2018 y hasta la fecha de la presente 

resolución no ha sido resuelta. 
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Ahora bien, debe considerarse que al inicio de la investigación 

la titular de la misma lo fue la Lic.  

, la cual al momento de tomar la denuncia realizó las 

correspondientes diligencias para efecto de dilucidar el daño físico 

y/o psicológico causado a la afectada del delito (MYCR), 

consistentes en dictámenes de lesiones, ginecológico y 

proctológico, además de un dictamen psicológico, de los cuales 

sólo fueron recibidos los dos primeros mientras que el dictamen 

psicológico (o psico-emocional) hasta el 18 de mayo del año 2023 

no había sido agregado a la carpeta de investigación según 

constancia recabada por personal de este Organismo lo cual 

implica una irregularidad manifiesta por parte de la autoridad la 

cual en la misma diligencia manifestó que sólo le faltaba este dato 

de prueba para resolver el expediente. El dictamen referido 

posterior a esta fecha fue anexado a la carpeta de investigación ya 

que obra constancia de personal de esta Comisión de fecha 21 de 

junio del año en curso en donde se da fe de que ya fue 

incorporado el dictamen referido y que tiene fecha de realización 

24 de agosto del 2018, pero que no obra ni siquiera constancia de 

fecha de recibido, culminando con una diligencia de fecha 09 de 

junio del 2023 en donde se le expiden copias a la denunciante 

siendo todo lo que existe en el expediente. 

 

En atención a lo relatado en el cuadro mostrado respecto a las 

diligencias realizadas por la responsable es de notarse que la única 

que realizó algunos actos de investigación lo fue la Lic.  

, sin embargo es de notarse que, luego 

de haber sido interpuesta la denuncia fue omisa en emitir el oficio 
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de investigación a la Policía Investigadora para efecto de que 

indagara más acerca de los hechos, entrevista con posibles 

testigos o demás diligencias que se requirieran realizar, esto de 

acuerdo a lo previsto en el artículo 212 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que obliga a la autoridad al tener 

conocimiento de la existencia de un delito realizará su 

investigación de manera inmediata, eficiente, exhaustiva, 

profesional e imparcial, libre de estereotipos y discriminación, 

orientada a explorar todas las líneas de investigación posibles que 

permitan allegarse de datos para el esclarecimiento del hecho que 

la ley señala como delito, sin embargo fue omisa al respecto. 

 

Posterior a ello fuera de las diligencias de dictámenes 

periciales, así como entrevista a la afectada y al imputado, dentro 

del expediente no existe un solo acto de investigación, es decir la 

última diligencia data desde el día 15 de noviembre del 2018 y 

la posterior a ella es de fecha 02 de diciembre del año 2022, es 

decir el expediente permaneció detenido durante el lapso de  más 

de 4 años, lo cual evidencia la nula actuación de los titulares de la 

misma durante los años 2020, 2021, 2022 y hasta la actualidad ya 

que no existe actividad de investigación material durante el año 

que transcurre, lo único que obra es el dictamen pericial 

psicológico anexado al expediente entre mayo y junio del año en 

curso, fuera de ello permanece sin actividad alguna, lo cual es 

motivo de responsabilidad de cada uno de los Agentes del 

Ministerio Público que han tenido bajo su resguardo la carpeta 

referida. 
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Por lo anterior se considera que estos actos perjudican los 

derechos de la afectada de recibir una justicia pronta respecto a 

los hechos puestos de conocimiento de la autoridad. Causando con 

esto una incertidumbre de naturaleza jurídica al no saber ni la 

dirección que toma la investigación y no obtener una decisión por 

parte de la autoridad de que si se van a ejercer o no las acciones 

que conforme a derecho correspondan, de ahí la violación del 

derecho a su seguridad jurídica. 

 

Con lo argumentado se acredita que el órgano investigador no 

ha conducido eficaz y diligentemente la investigación para 

demostrar o no la existencia del delito y la responsabilidad del 

imputado, en desapego a lo previsto en la Constitución Política y la 

legislación aplicable en la materia y en consecuencia esa 

inadecuada prestación del servicio público en materia de 

procuración de justicia, genera un perjuicio a la impetrante en su 

calidad de víctima directa para garantizarle su derecho de acceso a 

la justicia. Ciertamente, toda persona tiene derecho a ser juzgada 

dentro de los plazos legalmente establecidos, y en ese orden de 

ideas, las autoridades involucradas en materia de procuración e 

impartición de justicia, tiene el deber de atender las solicitudes de 

las partes con prontitud y evitar dilaciones injustificadas. Así las 

cosas, una debida investigación de los hechos, se traduce en que 

las víctimas y sus familiares, así como la sociedad en general, 

tengan garantizado el derecho a conocer la verdad y, por tanto, 

que las víctimas tengan acceso a la justicia y finalmente se les 

reparen los daños. 
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A. VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 

JUSTICIA EN SU MODALIDAD DE PROCURACIÓN. 

 

El acceso a la justicia es un derecho fundamental que 

reconoce el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y constituye la prerrogativa a favor de los 

gobernados de acudir y promover ante las instituciones del Estado 

competentes, la protección de la justicia a través de procesos que 

le permitan obtener una decisión en la que se resuelva de manera 

efectiva sobre sus pretensiones o derechos que estime le fueron 

violentados, en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo 

sus resoluciones de manera pronta, completa, imparcial y gratuita. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado que la 

función del Ministerio Público que “Conforme a los artículos 21 y 

102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el 

Ministerio Público tiene a su cargo la persecución e investigación 

de los delitos, lo que significa que es el único órgano estatal 

competente para formular e impulsar la acusación o imputación 

delictiva (...) los artículos constitucionales aludidos deben leerse 

en el sentido de que establecen obligaciones a cargo del Ministerio 

Público, de manera que la investigación y persecución de los 

delitos no constituyen una prerrogativa a su cargo y, por tanto, no 

puede renunciar a su ejercicio, el cual es revisable en sede 

constitucional (…)”. 
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El acceso a la justicia en su modalidad de procuración de 

justicia se encuentra reconocido en los artículos 1, 2, 7, fracciones 

I, III, V, VII, IX y X, 8, tercer párrafo, 10, 18, 19, 20 y 21 de la 

Ley General de Víctimas; y 8.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos; 3, 8 y 10 de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos; XVIII de la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Nombre; 1, 2, 3, 4 y 6 de la “Declaración 

sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 

delitos y abuso del poder” de las Naciones Unidas y 3, inciso b), 

inciso c), 10 y 12, inciso c) de los “Principios y directrices básicos 

sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos”. 

 

El artículo 2° del Código Nacional de Procedimientos Penales, 

establece el objeto del proceso penal estableciendo las normas 

para la investigación inicial, esto con el propósito de esclarecer los 

hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede 

impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el 

acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el 

conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un 

marco de respeto a los derechos humanos. 

 

El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece que “La investigación de los delitos 

corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales 

actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de 

esta función. El ejercicio de la acción penal ante los tribunales 
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corresponde al Ministerio Público. La ley determinará los casos en 

que los particulares podrán ejercer la acción penal ante la 

autoridad judicial.” 

 

El artículo 131 del Código Nacional de Procedimientos Penales   

establece las  Obligaciones del Ministerio Público, siendo las 

conducentes a la etapa de investigación inicial, las siguientes: “...I. 

Vigilar que en toda investigación de los delitos se cumpla 

estrictamente con los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución y en los Tratados; …V. Iniciar la investigación 

correspondiente cuando así proceda y, en su caso, ordenar la 

recolección de indicios y medios de prueba que deberán servir para 

sus respectivas resoluciones y las del Órgano jurisdiccional, así 

como recabar los elementos necesarios que determinen el daño 

causado por el delito y la cuantificación del mismo para los efectos 

de su reparación; …VII. Ordenar a la Policía y a sus auxiliares, en 

el ámbito de su competencia, la práctica de actos de investigación 

conducentes para el esclarecimiento del hecho delictivo, así como 

analizar las que dichas autoridades hubieren practicado; … XVI. 

Ejercer la acción penal cuando proceda; …XXIII. Actuar en estricto 

apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

profesionalismo, honradez, perspectiva de género y respeto a los 

derechos humanos reconocidos en la Constitución…”. 

 

En concatenación a dicho artículo el numeral 109 del mismo 

ordenamiento establece los Derechos de las víctimas, en el que se 

señala lo siguiente: “II. A que el Ministerio Público y sus auxiliares 
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así como el Órgano jurisdiccional les faciliten el acceso a la justicia 

y les presten los servicios que constitucionalmente tienen 

encomendados con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, 

profesionalismo, eficiencia, perspectiva de género y eficacia y con 

la debida diligencia”. 

 

Así mismo el artículo 212 del Código antes citado, establece el 

deber de investigación del Ministerio Público, señalando que 

“Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la existencia 

de un hecho que la ley señale como delito, dirigirá la investigación 

penal, sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su 

curso, salvo en los casos autorizados en la misma. La investigación 

deberá realizarse de manera inmediata, eficiente, exhaustiva, 

profesional e imparcial, libre de estereotipos y discriminación, 

orientada a explorar todas las líneas de investigación posibles que 

permitan allegarse de datos para el esclarecimiento del hecho que 

la ley señala como delito, así como la identificación de quien lo 

cometió o participó en su comisión.” 

 

El artículo 5 de la Ley General de Víctimas define el principio 

de debida diligencia como “El Estado deberá realizar todas las 

actuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable para lograr 

el objeto de esta Ley, en especial la prevención, ayuda, atención, 

asistencia, derecho a la verdad, justicia y reparación integral a fin 

de que la víctima sea tratada y considerada como sujeto titular de 

derecho. El Estado deberá remover los obstáculos que impidan el 

acceso real y efectivo de las víctimas a las medidas reguladas por 
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la presente Ley, realizar prioritariamente acciones encaminadas al 

fortalecimiento de sus derechos, contribuir a su recuperación como 

sujetos en ejercicio pleno de sus derechos y deberes, así como 

evaluar permanentemente el impacto de las acciones que se 

implementen a favor de las víctimas.” 

 

La CNDH estableció en la Recomendación número 122VG/2023 

que existe un inadecuado acceso a la justicia en aquellos casos en 

los cuales las personas servidoras públicas, servidores públicos 

encargados de la investigación y persecución de los delitos no 

actúan con la debida diligencia, omiten realizar las diligencias 

pertinentes para el esclarecimiento de los hechos delictivos, o las 

realizan de manera deficiente. 

 

Así mismo la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 

la sentencia del Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Suriname 

resolvió que “...En términos generales, la inactividad manifiesta en 

la investigación de graves violaciones a los derechos humanos 

“evidencia falta de respeto al principio de diligencia debida”...”. 

 

Así mismo en el Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El 

Salvador, la CIDH, resolvió que “el derecho de acceso a la justicia 

no se agota con el trámite de procesos internos, sino que éste 

debe además asegurar, en tiempo razonable, el derecho de la 

presunta víctima o sus familiares a que se haga todo lo necesario 

para conocer la verdad de lo sucedido y para que se sancione a los 

eventuales responsables”. Asimismo ha señalado que “una demora 
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prolongada […] constituye en principio, por sí misma, una violación 

de las garantías judiciales”. 

 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene 

lo siguiente:  

ACCIÓN PENAL. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA QUE EL 

MINISTERIO PÚBLICO LA REFORMULE, PREVISTO EN 

LOS ARTÍCULOS 160 Y 312, FRACCIÓN VII, DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

ESTADO DE AGUASCALIENTES ABROGADO, RESULTA 

RAZONABLE. La Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha estimado que debe existir un plazo 

que motive al Ministerio Público a cumplir con su obligación 

constitucional de emitir un pronunciamiento sobre el ejercicio 

o no ejercicio de la acción penal, como deriva de las 

consideraciones emitidas al resolver la contradicción de tesis 

35/99, que originó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 24/2001, 

(1) de rubro: "JUECES DE DISTRITO. ESTÁN FACULTADOS 

PARA APRECIAR SI HA TRANSCURRIDO UN PLAZO 

RAZONABLE PARA QUE EL MINISTERIO PÚBLICO EMITA 

ALGÚN PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DEL EJERCICIO O NO 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y PARA, EN SU CASO, 

IMPONERLE UNO PARA QUE DICTE LA RESOLUCIÓN QUE 

CORRESPONDA COMO RESULTADO DE LA AVERIGUACIÓN 

PREVIA."; por ello, se estima que el plazo de seis meses para 

que el Ministerio Público reformule el ejercicio de la acción 

penal, previsto en los artículos 160 y 312, fracción VII, del 

Código de Procedimientos Penales para el Estado de 

Aguascalientes abrogado, resulta razonable, en virtud de que 

dicho órgano investigador en la etapa de averiguación previa 

tuvo un primer referente temporal -como mínimo tres años- 

regulado por la figura de la prescripción, para proponer el 

ejercicio de la acción penal y cuando considera satisfechos los 
presupuestos legales realiza la consignación al Juez 

correspondiente, quien de estimar que no se reúnen los 

exigencias del artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, decide negar la orden de 

aprehensión o citación a preparatoria haciendo notar las 

deficiencias de la averiguación, para que en un segundo 

momento el fiscal investigador pueda enmendar, corregir y 

agregar lo necesario para reformularla. Plazo que se estima 



  Queja número 036/2023/IV-R 

20 

 

suficiente para que realice las acciones necesarias a efecto de 

lograr su cometido constitucional, pues de no existir, se 

trastocaría el derecho a la seguridad jurídica del que gozan 

tanto el inculpado como las víctimas del delito, ya que la 

actividad del órgano persecutor de los delitos debe quedar 

sujeta a un referente temporal cierto y razonable compatible 

con el derecho a una justicia pronta y expedita. PRIMERA 

SALA Amparo directo en revisión 4995/2016. Instituto de 

Vivienda Social y Ordenamiento de la Propiedad del Estado de 

Aguascalientes. 1 de marzo de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 

Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular y Norma 

Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 

formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón. Amparo 

directo en revisión 5004/2016. Instituto de Vivienda Social y 

Ordenamiento de la Propiedad del Estado de Aguascalientes. 

1 de marzo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, quien formuló voto particular y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 

particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 

A través del análisis cronológico de los actos de investigación 

que integran la carpeta de investigación , se puede 

determinar la existencia de la dilación en la investigación 

imputable a quienes fungieron y funge ahora como titular de la 

Agencia del Ministerio Público adscrita del Centro de Justicia para 

las Mujeres de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 

Tamaulipas, ya que el Órgano Investigador no se ha conducido 

bajo el principio de debida diligencia, ya que existe un período de 

tiempo demasiado prolongado en que ha sido casi nula la 

investigación y, a la fecha con los datos de prueba existentes en la 

investigación inicial no se ha realizado ninguna determinación 
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respecto a la existencia del delito, o la responsabilidad de la 

persona que es señalada como imputada, generando un flagrante 

perjuicio en las víctimas en su derecho de acceso a la justicia. 

 

En este tema es importante el principio de debida diligencia el 

cual trae aparejado el principio de imparcialidad de la investigación 

del Ministerio Público y pues tanto los imputados tienen derecho a 

que les juzgue en un plazo razonable, por su parte las víctimas 

tienen derecho a una justicia pronta y expedita, y es que en el 

presente caso, no existió una justificación de la dilación de la 

indagatoria, porque existen plazos dentro de la etapa de la 

investigación inicial en la cual no se realizaron actos materiales de 

investigación. Así mismo que los Ministerios Públicos, no realizaron 

acciones tendientes para investigar la responsabilidad de la parte 

imputada, pues solo se limitaron a declararla. En esa misma 

tesitura, es importante mencionar que lo que se busca a través de 

la investigación inicial es allegarse de datos de prueba que puedan 

establecer la probabilidad de la existencia de un delito y de que la 

persona que es señalada como responsable lo cometió, si el 

Ministerio Público determina que existen elementos, ésta se podrá 

judicializar y citar al imputado a través de una audiencia con el 

juez de control para formularle imputación, entendemos que existe 

un estándar probatorio para esta etapa del proceso, sin embargo, 

el Ministerio Público debe garantizar el derecho a la víctima de 

acceder a la verdad, pues el esclarecimiento de los hechos, es uno 

de los fines del proceso y en caso de que no exista tal conducta, 

informar porqué a través de un procedimiento penal, no se puede 
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llegar al fin que buscan y así la persona pueda buscar la manera 

de restituir sus derechos por una vía diversa. 

 

Ahora bien este Organismo reconoce el trabajo de las y los 

servidores públicos encargados de la procuración de justicia, pues 

estamos conscientes del problema estructural del cual se enfrenta 

el país, en el que el derecho al acceso de justicia, se ve limitado, o 

incluso inexistente, conocemos las limitantes con las cuales 

cuentan los empleados de las Fiscalías, tal como lo es, la falta de 

personal y el aumento de la incidencia de delitos día a día, sin 

embargo, esto no es una justificación para que las y los 

ciudadanos no tengan acceso debido a sus derechos humanos, ya 

que no solo se trata de una violación a los derechos humanos de 

un civil, si no que esto abona al problema estructural de las 

violaciones al derecho del acceso a la justicia, ya que representa 

impunidad,  en virtud de que el derecho de acceso a la justicia, 

implica el respeto y la observancia de otros derechos que fungen 

como garantes del primero, como lo es el derecho a un plazo 

razonable del proceso y a que se le permita resolver las 

controversias, recibiendo una decisión fundada y motivada relativa 

al fondo de los asuntos. 

 

Sobre esto el Alto Tribunal (CIDH), estableció, en su primer 

sentencia contenciosa en el caso Velásquez Rodríguez la existencia 

de un deber estatal “de investigar seriamente con los medios [que 

el Estado tenga] a su alcance las violaciones que se hayan 

cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a 
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los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de 

asegurar a la víctima una adecuada reparación”. 

 

En consecuencia, se acreditan las irregularidades atribuidas a 

personal de la Unidad de Atención Inmediata de la Fiscalía General 

de Justicia del Estado de Tamaulipas, con residencia en Ciudad 

Madero, Tamaulipas, que ha tenido a cargo la integración de la 

carpeta de investigación, al fungir como Agentes del Ministerio 

Público de procedimiento penal acusatorio, adscritas a la Unidad 

de Atención Inmediata de Ciudad Madero, Tamaulipas.  

 

Como ha quedado establecido, por mandato constitucional el 

Ministerio Público es el responsable en la conducción de la 

investigación que originó el inicio de la investigación y su 

obligación no estaba limitada únicamente a solicitar la 

investigación de los hechos delictivos a la policía de investigación, 

sino dar seguimiento y cerciorarse a través de la supervisión para 

que cumpliera con su deber, de debida diligencia, esto es, la 

obligación de adoptar medidas integrales tendientes a ubicar a 

testigos o algún otro indicio que permitiera ubicar al probable o los 

probables responsables, cuyo incumplimiento conlleva a la 

vulneración del derecho al acceso a la justicia en su modalidad de 

procuración de justicia en perjuicio del promovente, contenido en 

los artículos 17, párrafo segundo y 20 Apartado C de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14.1 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y 8.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; 10 de la 
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Declaración Universal de Derechos Humanos; XVIII de la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 1, 

2, 3, 4, 6, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 de la Declaración sobre los 

principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 

abuso del poder; 1, 2, 7, fracciones I, III, V, VII y X, 8, tercer 

párrafo, 18, 19 y 21 de la Ley General de Víctimas. 

 

B. DEL INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ. 

 

La Convención sobre los Derechos del Niño (1989) aprobada 

por la Asamblea General de las Naciones Unidas integró en su 

artículo 3º, párrafo 1 que: “... en todas las medidas 

concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 

privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, una consideración 

primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”. 

 

México ratificó la Convención en 1990, sin embargo, fue hasta 

2011 que incorporó el principio del interés superior de la niñez en 

el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al especificar que: “En todas las decisiones y 

actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 

interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus 

derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de 

sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 

esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá 

guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas dirigidas a la niñez”. 
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La Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del 

Estado de Tamaulipas, reconoce su carácter de titulares de 

derechos. Los artículos 2.1 fracción I y II; 15 y 16 prevén que el 

interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera 

primordial. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido diversas 

jurisprudencias relativas a ese principio entre las que destacan las 

registradas con el número 2006011, 20009010 y la tesis número 

2008546. En general esos criterios enfatizan que los tribunales 

deberán atender al interés superior de la niñez y adolescencia, y 

que éste demanda un estricto escrutinio de las particularidades del 

caso. Asimismo, señalan que debe considerarse la opinión de las 

niñas, niños y adolescentes en cualquier decisión que les afecte, y 

se acentúa la obligación de la autoridad de examinar las 

circunstancias específicas de cada asunto para poder llegar a una 

solución estable, justa y equitativa especialmente para la niña, 

niño o adolescente. En la investigación por Abuso Sexual de la 

niña, seguida en la Agencia del Ministerio Público de Procedimiento 

Penal Acusatorio y Oral Adscrito al Centro de Justicia para las 

Mujeres en Reynosa, Tamaulipas, no se ha respetado tal principio, 

en total transgresión de lo señalado. 

 

Además de lo anterior, el Comité de los Derechos del Niño, en 

su Observación General No. 14, artículo 3, párrafo 1, sobre el 

derecho de la niñez a que el interés superior sea una consideración 
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primordial en la toma de decisiones, señala que: “por tanto, se 

debe conceder más importancia a lo que sea mejor para el 

niño”. 

 

Lo anterior encuentra sustento en la Jurisprudencia emitida 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en la página 310 del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo XXXIII, Abril de 2011, Novena Época, Tesis: 1a. 

XLVII/2011, que expresa: 

“INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. ES UN PRINCIPIO DE 

RANGO CONSTITUCIONAL IMPLÍCITO EN LA 

REGULACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS MENORES 
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL. De 

acuerdo a una interpretación teleológica, el interés superior 

del niño es principio de rango constitucional, toda vez que en 

el dictamen de la reforma constitucional que dio lugar al actual 

texto del artículo 4o., se reconoce expresamente que uno de 

los objetivos del órgano reformador de la Constitución era 

adecuar el marco normativo interno a los compromisos 

internacionales contraídos por nuestro país en materia de 

protección de los derechos del niño. En este sentido, el interés 

superior del niño es uno de los principios rectores más 

importantes del marco internacional de los derechos del niño. 

En el ámbito interno, el legislador ordinario también ha 

entendido que el interés superior es un principio que está 
implícito en la regulación constitucional de los derechos del 

niño, ya que es reconocido expresamente en la Ley para la 

Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

como un principio rector de los derechos del niño.” 

 

Conforme al orden expresado, el interés superior de la niñez 

constituye un imperativo constitucional que va más allá de la 

simple obligación de propiciar, ya que se le exige al Estado cumplir 

con el interés superior del menor y garantizar plenamente sus 

derechos, de ahí que todos los órganos jurisdiccionales, 
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autoridades administrativas y órganos legislativos (federal y 

locales) tienen la obligación de tomar en cuenta el interés superior 

como una consideración primordial y promover, respetar, proteger 

y garantizar los derechos de las personas menores de edad de 

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. 

 

El artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el diez de junio del 2011, tuvo importantes 

modificaciones que impactan directamente a la administración y 

procuración de justicia, por que evidencian el reconocimiento de la 

progresividad de los derechos humanos, mediante la clara 

expresión del principio pro persona como rector de la 

interpretación y aplicación de las normas jurídicas, privilegiando 

aquellas que brinden mayor protección a las personas, entre ellas 

los niños, niñas y adolescentes. 

 

De esta manera, todas las autoridades incluidos los órganos 

jurisdiccionales nacionales, deberán, en principio, ejercer el control 

de convencionalidad de las normas, atendiendo no solo a los 

derechos humanos que consagran nuestra Carta Magna, sino 

también a los contenidos en los tratados internacionales que la 

Nación tenga suscritos en materia de derechos humanos. 

 

En ese seguimiento, debe decirse que una de las vertientes 

dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden 
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jurídico mexicano es el control de convencionalidad difuso que se 

refiere al control por parte de los administradores de justicia del 

país en forma incidental durante los procedimientos ordinarios en 

los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un 

expediente por cuerda separada.  En estas condiciones el 

parámetro de análisis de este tipo de control que deben ejercer, se 

integra de la siguiente manera: 

1).- Todos los derechos humanos que contemple la 

Constitución Federal (con fundamento en sus artículos 1º y 133) 

así como la jurisprudencia emitida por el poder judicial de la 

federación. 

2).- Todos los derechos humanos que dispongan los tratados 

internacional en los que el Estado Mexicano sea parte.   

3).- Criterios vinculantes de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos sustentados en las sentencias en las que el 

Estado Mexicano sea parte y criterios orientadores de la 

jurisprudencia y procedentes de la citada corte cuando el Estado 

Mexicano no sea parte.  

 

De este modo, este tipo de interpretación presupone realizar 

tres pasos: 

a).- Interpretación conforme en sentido amplio. Significa que 

los Jueces del país, al igual que todas las demás autoridades del 

Estado Mexicano deben interpretar el orden jurídico a la luz y 

conforme a los derechos humanos establecidos en la Constitución 

y en los Tratados Internacionales en los cuales el Estado Mexicano 

sea parte, favoreciendo en todo el tiempo a las personas la 

protección más amplia; 
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b).- Interpretación conforme en sentido estricto. Se traduce 

en que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente validas, 

todas las autoridades deben, partiendo de la presunción de 

constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la ley 

acorde a los derechos humanos establecidos en la ley suprema y 

en los tratados internacionales en lo que México sea parte para 

evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos y;  

c).- Inaplicación de la norma que menos beneficie cuando las 

alternativas no son posibles.  Lo anterior no rompe con la lógica 

del principio de división de poderes y del federalismo, si no, que 

fortalece el papel de la autoridad al ser el último recurso para 

asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos 

establecidos en la constitución y en los tratados internacionales de 

los cuales el estado mexicano es parte. 

 

Lo anterior no rompe o pretende romper con la lógica del 

principio de división de poderes y del federalismo, si no, que 

fortalece el papel de los jueces al ser el último recurso para 

asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos 

establecidos en la constitución y en los tratados internacionales de 

los cuales el estado mexicano es parte.   

 

Sustenta lo anterior la tesis de jurisprudencia emitida por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 

página 535 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del 

libro III de diciembre del 2011, tomo 1, Décima época que al rubro 

y texto expresa: 
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“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN 

UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 

CONSTITUCIONALIDAD”. De conformidad con lo previsto 

en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del 

ámbito de sus competencias se encuentran obligadas a velar 

no solo por los derechos humanos contenidos en la 

Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en 

los instrumentos internacionales celebrados por el Estado 

Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al 

derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la 
doctrina como principio pro persona. Estos mandatos 

contenidos en el artículo 1° Constitucional Reformado 

mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación de 10 de junio del 2011, deben interpretarse 

junto con lo estableció por el diverso 133 para determinar el 

marco dentro del que deben realizarse el control de 

convencionalidad ex oficio en materia de derechos humanos 

del Poder Judicial, el que debe adecuarse al modelo de 

control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en 

la función jurisdiccional como está indicado en la última parte 

del artículo 133 en relación con el 1° Constitucionales en 

donde los jueces están obligados a preferir los derechos 
humanos contenidos en la Constitución y en los tratados 

internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario 

que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los 

jueces no pueden hacer una declaración general sobre la 

validez o expulsar del orden jurídico las normas que 

consideren contrarias a los derechos humanos contendido en 

la Constitución y en los Tratados (como así sucede en las vías 

de control directas establecidas expresamente en los artículo 

103, 105 y 107 de la Constitución), si están obligados a dejar 

de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las 

contenidas en la constitución y en los tratados en la materia.” 

 

En la Carpeta de Investigación , el Agente del 

Ministerio Público de Procedimiento Penal Acusatorio y Oral 

Adscrito al Centro de Justicia para las Mujeres en Reynosa, 

Tamaulipas, quienes tuvieron a su cargo la misma, vulneraron el 

interés superior de la niña de seis (6) años de edad, víctima de 
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abuso sexual, pues no obstante las irregularidades y dilación 

advertidas en la procuración de justicia en que se incurre, no han 

tomado en consideración las posibles repercusiones sobre la vida 

de la menor. Cabe agregar que las autoridades responsables no 

justificaron la dilación y las irregularidades advertidas en el trámite 

de esa investigación penal, pues no han señalado porqué después 

de más de 5 (cinco) años de iniciada la carpeta, no ha sido 

resuelta conforme a derecho.   

 

Así las cosas, todas las autoridades al ejercer sus facultades, 

deben suprimir aquellas prácticas que tiendan a denegar o limitar 

los derechos humanos del gobernado y asegurar su respeto 

conforme a las leyes que los garanticen, en el ámbito de sus 

respectivas atribuciones, es decir, jurídico, político, administrativo, 

económico y cultura, estando siempre por la prevención, 

investigación, sanción y reparación, frente a las relaciones de los 

derechos humanos. 

 

En la Carpeta de Investigación , el Agente del 

Ministerio Público de Procedimiento Penal Acusatorio y Oral Adscrito 

al Centro de Justicia para las Mujeres en Reynosa, Tamaulipas, por 

desconocimiento o negligencia, omitieron cumplir con la tutela de 

los derechos humanos y, especialmente, con el principio de interés 

superior del menor cuyo rango constitucional es incuestionable; sin 

olvidar que el menor de edad es considerado el más vulnerable 

dentro de la sociedad, por lo que su máxima protección permite 

brindarle un óptimo y sano crecimiento. 
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C. DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA. 

 

Las mujeres frecuentemente enfrentan obstáculos para 

acceder a una protección y garantías judiciales efectivas, por lo 

que es indispensable superar dichos obstáculos para proteger y 

ejercer sus derechos básicos como el acceso a la justicia, para que 

los órganos garantes de procurar justicia se consoliden como la 

primera línea de defensa y protección de los derechos y las 

libertades fundamentales de las mujeres. Todas las autoridades 

involucradas en el acceso a la justicia están obligadas a trabajar 

bajo el paradigma de la perspectiva de género, y en el caso de las 

ministeriales, recae la obligación de llevar a cabo sus 

investigaciones con exhaustividad y debida diligencia, sin 

discriminación alguna. 

 

Según estudios del Instituto Nacional de Estadística, Geografía 

e Informática (INEGI) y del Centro de Investigación y Docencia 

Económica (CIDE) el sistema de justicia en nuestro país persigue 

delitos de baja cuantía cometidos en flagrancia, por lo tanto, 

aquellos delitos relevantes quedan en la impunidad; se estima que 

menos del 1% de los delitos son resueltos por las instituciones de 

combate a la delincuencia y justicia. 

 

Por todo lo señalado y documentado en la queja, es necesario 

impulsar el acceso a la justicia con perspectiva de género como 

política de Estado, que sea capaz de identificar -pero sobre todo- 
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atender y transformar los factores estructurales que han 

perpetuado la discriminación, los prejuicios y los sesgos de género 

que limitan a las mujeres el acceso pleno a este derecho. 

 

En efecto, en Tamaulipas como en otras partes del país, el 

acceso de las mujeres a la justicia no está debidamente 

garantizado y representa constantemente en su contra un acto de 

discriminación y violencia por motivos de género de parte de los 

operadores de justicia, porque no reciben de parte de éstos un 

trato igualitario frente a los hombres contra los cuales piden 

castigo y resarcimiento del daño y,  los hombres e incluso mujeres 

que participan en la administración de justicia como operadores 

del sistema, desconocen o no visibilizan la desigualdad social y 

cultural que las mujeres viven cotidianamente. 

 

La violencia institucional y la discriminación por motivos de 

género en la procuración de justicia afectan cotidianamente a la 

población femenina del estrato social que sea de manera 

naturalizada por lo que se ha vuelto invisible. De modo que, 

identificar patrones violatorios de sus derechos humanos y crear 

las herramientas jurídicas para combatirlos resulta de suma 

importancia para la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas. 

 

En diferentes circunstancias las mujeres por el sólo hecho de 

serlo sufren restricciones en el derecho al acceso a la justicia y al 

debido proceso. El creciente número de feminicidios y violencia 
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familiar en contra de mujeres y niñas cometidos en nuestro país y 

su consecuente impunidad dan cuenta de la falta de respuesta 

eficaz del Estado a través de sus órganos de justicia. Ejemplos de 

esta aseveración por citar algunos, son las sentencias de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en 2009 por el caso 

González y otras (campo algodonero) contra México, por la 

responsabilidad internacional del Estado por la desaparición y 

ulterior muerte de  mujeres jóvenes  que fueron encontradas en 

un ex campo algodonero de ciudad Juárez el 6 de noviembre del 

2001, el caso de Valentina Rosendo e Inés Fernández víctimas de 

violación por miembros del ejército nacional en una comunidad 

indígena de Ayutla Guerrero, ante la omisión y negligencia de los 

órganos de justicia para investigar oportunamente y sancionar  a 

los responsables de los delitos cometidos. 

 

Cabe agregar que el Estado Mexicano es firmante de dos 

Convenciones importantes relativas a los derechos humanos de las 

mujeres, por lo que está obligado a cumplirlas estrictamente. 

Dichas Convenciones son: La Convención para la Eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación de la Mujer, la cual, 

define la discriminación contra la mujer como toda distinción, 

exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 

por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 

sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 

política, económica, social, cultura y civil o en cualquier otra 

esfera.  La Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
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la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) la 

cual, reconoce que  “la violencia en que viven muchas mujeres de 

América es una situación generalizada, sin distinción de razas, 

clase, religión, edad o cualquier otra condición” y, en su artículo 

1º, define la violencia contra las mujeres como “Cualquier acción o 

conducta basada en su género, que cause muerte, daño o 

sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 

ámbito de lo público como en el privado” y en su artículo 2 dispone 

que se entenderá que violencia contra la mujer, que incluye la 

violencia física, sexual y sicológica en el punto c, estableciendo 

que también es violencia la que “sea perpetrada o tolerada por el 

Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra”. Disponiendo en su 

artículo 7 que “los Estados parte condenan todas las formas de 

violencia contra las mujeres y se obligan a adoptar por todos los 

medios políticas dirigidas al cumplimiento del objeto y fin de la 

Convención, que es prevenir, erradicar y sancionar la violencia 

contra las mujeres, sin dilación, legislar y adoptar medidas de 

conformidad con el objeto y fin de la Convención  como aboliendo 

la legislación y practicas jurídicas que respalden o toleren la 

violencia de género, garantizar el debido proceso legal , 

asegurar el resarcimiento, reparación o compensación de 

las víctimas” y, en su artículo 8 dispone la obligación del 

Estado de la promoción del derecho de las mujeres a vivir 

sin violencia y a que se respeten sus derechos humanos, al 

cambio de patrones socioculturales de conducta mediante la 

educación formal y no formal, educar y capacitar a las 

personas encargadas de aplicar la ley. 



  Queja número 036/2023/IV-R 

36 

 

 

No obstante esta plataforma jurídica tan importante que 

sustenta derechos humanos de las mujeres, es desconocida por la 

mayoría de los operadores de justicia y en los peores casos 

conociéndola, omiten por distintas causas como la negligencia, 

prejuicio o por indiferencia no considerar estos derechos humanos 

de las mujeres tan importantes. Entonces, por el solo hecho de 

desconocer la obligatoriedad de esas normas, constituye violencia 

de género, por lo que es indispensable implementar con urgencia y 

responsabilidad una administración de justicia con perspectiva de 

género, que no es más que cumplir cabalmente con lo establecido 

en las Convenciones antes señaladas para atender debidamente a 

las mujeres que acuden a pedir justicia, pues socialmente están y 

han estado en desventaja frente a los hombres debido a una 

construcción social y cultural de discriminación y subordinación. 

 

Lo anterior, en concordancia con lo señalado en el artículo 3 

Bis fracción V, 7 puntos 1 y 2 de la Ley para Prevenir, Atender, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres de 

Tamaulipas; 3, 5, fracción V, IX, XV y XVI y 8 de la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, los cuales, 

refieren que las personas servidoras públicas deberán de 

implementar las medidas eficaces para brindar atención exhaustiva 

y oportuna a las mujeres para prevenir la violencia en su contra y 

que garanticen su derecho a una vida libre de violencia. En el caso 

de la niña, víctima de abuso sexual, se vulneraron en su agravio 

los principios de máxima protección e interés superior de la niñez, 
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al omitir dictar e implementar las medidas de asistencia y 

protección suficientes en su favor.    

 

En consecuencia, resulta urgente y necesario implementar las 

acciones afirmativas bastantes, como esta Recomendación, como 

una manera precisamente para disminuir o erradicar la violencia 

en contra de las mujeres, en el ámbito de administración de 

justicia; para efecto de evitar las trasgresiones como la aquí 

analizada. 

 

C. DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO:  

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 

Tratados Internacionales, establecen como un derecho humano de 

las victimas u ofendidos, la reparación del daño para asegurar de 

manera puntual y suficiente la protección a sus derechos 

fundamentales y responder al reclamo social, garantizando que en 

toda actuación desatinada, tenga derecho a una compensación por 

los daños y perjuicios ocasionados, como en esta acción u omisión 

que demora la administración de la justicia en agravio del 

disconforme de esta vía.  

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 

establecido que la reparación de la violación a los derechos 

humanos no se limita al daño material, sino que también deben 

considerarse aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que 

no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser 

tasados en términos monetarios, esto es, lo que definió como daño 

moral o inmaterial; sobre este concepto, ha establecido que el 
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daño moral puede comprender tanto los sufrimientos y las 

aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados, 

como el menoscabo de valores muy significativos para las 

personas y otras perturbaciones que no son susceptibles de 

medición pecuniaria.  

 

De acuerdo con lo anterior, quienes prueban haber sido 

dañados en su patrimonio con motivo de una actividad 

administrativa irregular del Estado, tienen derecho a obtener una 

indemnización, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 1 

Constitucional; las víctimas de violaciones a sus derechos 

humanos tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, 

plena, diferenciada, integral y efectiva por el daño que han sufrido. 

 

Sirve de apoyo la tesis 1ª CCCXLII/2015, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 

en la página 949, Tomo 1, décima época, del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro y texto dicen:  

“ACCESO A LA JUSTICIA. EL DEBER DE REPARAR A LAS 

VICTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS 

ES UNA DE LAS FASES IMPRESCINDIBLES DE DICHO 

DERECHO. “… La obligación de reparar a las víctimas cuando 

se ha concluido que existe una violación a los derechos 

humanos de aquéllas es una de las fases imprescindibles en 

el acceso a la justicia. Así pues, cuando existe una violación 

de derechos humanos, el sistema de justicia debe ser capaz 

de reparar el daño realizado por parte de las autoridades, e 

incluso -dependiendo del tipo de violación- de impulsar un 

cambio cultural. La reparación ideal luego de una violación de 

derechos humanos es la entera restitución a la víctima 

(restitutio in integrum), la cual consiste en restablecer la 
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situación antes de la violación. No obstante, ante la limitada 

posibilidad de que todas las violaciones de derechos humanos 

sean reparadas en su totalidad por la naturaleza misma de 

algunas de ellas, la doctrina ha desarrollado una amplia gama 

de reparaciones que intentan compensar a la víctima de 

violaciones de derechos humanos mediante reparaciones 

pecuniarias y no pecuniarias. Las medidas no pecuniarias -

también conocidas como reparaciones morales- se clasifican 

en: a) restitución y rehabilitación; b) satisfacción, y c) 

garantías de no repetición. La restitución busca, como su 

nombre lo indica, restablecer la situación que existía antes de 

la violación, mientras que la rehabilitación propone garantizar 

la salud de la víctima. La satisfacción tiene por objeto reparar 

a la víctima con medidas tendentes a la memoria, verdad y 

justicia. Las garantías de no repetición tienen la finalidad de 

asegurar que no se repita una práctica violatoria, incluyendo 

ordenar acciones que afectan las instituciones sociales, 

legales y políticas, así como las políticas públicas…”  

 

Por otra parte, la Ley de Protección a las Víctimas para el 

Estado de Tamaulipas, en el capítulo relativo la Reparación 

Integral del Daño, establece que se deben de comprender los 

siguientes aspectos: “…I.- La restitución que busque devolver a la 

víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la 

violación de sus Derechos Humanos; II.- La rehabilitación que 

facilite a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del 

hecho punible o de las violaciones de Derechos Humanos; III.- La 

indemnización o compensación que se otorgue a la víctima de 

forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible 

cometido o de la violación de Derechos Humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se 

otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas 

económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de 
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la violación de Derechos Humanos; IV.- La satisfacción que 

reconozca y restablezca la dignidad de las víctimas; y, V.- Las 

medidas de no repetición que persigan la no reiteración del hecho 

punible o la violación de derechos sufrida por la víctima”. 

 

La emisión de esta resolución es el resultado obtenido después 

de haber concluido las investigaciones del asunto por parte de esta 

Comisión de Derechos Humanos, en donde determina de acuerdo 

con el análisis y evaluación de los hechos, argumentos y pruebas 

que constan en el expediente que nos ocupa, que la autoridad o 

servidores públicos implicados han violado los derechos humanos 

de la parte afectada, al haber incurrido en actos u omisiones 

ilegales, injustos, irrazonables, inadecuados o erróneos, señalando 

las medidas procedentes para la efectiva restitución al afectado de 

sus derechos fundamentales, y en su caso, las sanciones 

susceptibles de ser aplicadas a los responsables.  

 

En congruencia de lo expuesto, fundado y con apoyo en los 

artículos 3º, 8º, 48 y 49 de la Ley de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Tamaulipas, se emite la siguiente: 

 

R E C O M E N D A C I Ó N: 

 

Al C. Fiscal General de Justicia del Estado de Tamaulipas: 

 

PRIMERA. Gire sus instrucciones escritas a quien 

corresponda, para que, con debida diligencia y exhaustividad, bajo 

los estándares nacionales e internacionales en derechos humanos, 
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de manera imparcial y meticulosa, con perspectiva de género y 

privilegiando el interés superior de la niñez, sea analizada la 

Carpeta de Investigación  del índice de la Agencia del 

Ministerio Publico de Procedimiento Penal Acusatorio y Oral 

Adscrito al Centro de Justicia para las Mujeres en Reynosa, 

Tamaulipas, a fin de que sea agotada la investigación y se 

resuelva conforme a derecho. 

 

SEGUNDA. Gire sus instrucciones escritas a quien 

corresponda, para que, en coordinación con la Comisión Ejecutiva 

de la Comisión Estatal de Atención a Víctimas, se brinde a la 

víctima directa e indirectas, una reparación integral del daño 

conforme a la Ley General de Víctimas y Ley de Atención a 

Víctimas para el Estado de Tamaulipas, derivado de la violación a 

los derechos humanos acreditadas. 

 

TERCERA. Gire sus instrucciones escritas a quien 

corresponda, para que, se imparta curso de capacitación al 

personal de la Agencia del Ministerio Público de Procedimiento 

Penal Acusatorio y Oral Adscrito al Centro de Justicia para las 

Mujeres en Reynosa, Tamaulipas, en el que participen activamente 

,  y 

aquéllos que fungieron como titulares de la carpeta durante los 

años 2020, 2021 y 2022, bajo una óptica de protección a los 

derechos humanos, la perspectiva de género, el interés superior 

de la niñez y los derechos de las víctimas. 
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CUARTA. Gire sus instrucciones a quien corresponda, para 

que, se incorpore una copia de la presente Recomendación en el 

expediente laboral de ,  

 y del personal que iniciaron o participaron en la 

integración de la Carpeta de Investigación , con el objeto 

de que obre constancia de las violaciones a los derechos humanos 

en que incurrieron. 

 

QUINTA. Gire sus instrucciones a quien corresponda, para 

efecto de que el expediente de queja  iniciado en la 

Dirección de Quejas, Procedimientos Administrativos y 

Dictaminación de la Fiscalía Especializada en Asuntos Internos  se 

integre a la brevedad y se resuelva conforme a derecho 

corresponda, considerando la dilación e irregularidades advertidas 

en esta Recomendación. 

 

SEXTA. Se emita Circular al personal de la Fiscalía 

Especializada en la Investigación de los Delitos contra Niñas, Niños 

y Adolescentes y de Delitos contra las Mujeres por Razones de 

Género, para que, en el ejercicio de sus funciones, procedan con 

perspectiva de género, respetando el interés superior de las 

víctimas y la niñez, evitando su revictimización o victimización 

secundaria, considerando los motivos y fundamentos advertidos en 

esta resolución. 

 

SÉPTIMA. Se designe a la servidora o servidor público que 

fungirá como enlace con esta Comisión, para dar seguimiento al 






